
 

 
 

 FACULTAD DE DERECHO 

 

 

 

 

 

 

 

INFORME JURÍDICO DE EXPEDIENTE 

ADMINISTRATIVO N° 241-2018/CC2 

 

 

 

PRESENTADO POR 

WINNIN ALEXANDRA RIOS PINEDA 

 

 

 

 

 

TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL 

PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADA 

LIMA – PERÚ 

2020



 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 
CC BY-NC-SA 

Reconocimiento – No comercial – Compartir igual 
El autor permite transformar (traducir, adaptar o compilar) a partir de esta obra con fines no comerciales, 
siempre y cuando se reconozca la autoría y las nuevas creaciones estén bajo una licencia con los mismos 

términos. 
http://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/ 

http://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/


“Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres” 
“Año de la Universalización de la Salud”

INFORME JURÍDICO DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO 

PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADA 

MATERIA :     PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

ENTIDAD PÚBLICA : INSTITUTO NACIONAL DE 

DEFENSA  

DE LA COMPETENCIA Y DE LA  

PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD 

INTELECTUAL 

NUMERO DE EXPEDIENTE : 241-2018/CC2 

DENUNCIANTE : IVAN CARHUATOCTO LUNA 

DENUNCIADO : COESTI S.A. 

DATOS DEL BACHILLER: 

BACHILLER  : WINNIN ALEXANDRA RIOS PINEDA 

CÓDIGO : 2013109192 

LIMA-PERÚ 

2020 



 
 
 

 Página 2 
 

 

 

 

 

 

ÍNDICE 

 

I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

V. BIBLIOGRAFÍA 

 

VI. ANEXOS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 

 Página 3 
 

 

 

I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

SÍNTESIS DE LA DENUNCIA 

 

Con fecha 23 de febrero de 2018, el señor Iván Carhuatocto Luna (en adelante, 

el señor Carhuatocto) denunció a la empresa Coesti S.A. por presunta 

infracción al Código de Protección al Consumidor - Ley N° 29571 (en adelante, 

el Código), señalando lo siguiente: 

 

HECHOS 

 

• Que, con fecha 07 de noviembre de 2017, el señor Carhuatocto, junto a 

su padre y otro acompañante, se acercaron a una estación Primax, con la 

finalidad de proveer su vehículo con gas licuado de petróleo (GLP); y que, 

como consecuencia de la indebida manipulación por parte de la 

trabajadora a cargo, se provocó una fuga de gas al colocar 

incorrectamente la manguera al vehículo, exponiéndolos así a un riesgo 

injustificado. 

• Asimismo, se observó que el personal de la empresa denunciada tomó el 

incidente como algo sin importancia, inclusive y burlándose de ello; y que, 

no se les brindó disculpa alguna, inclusive teniendo que esperar dado que 

el sistema para continuar con el servicio GLP no funcionaba. 

• En consecuencia, de lo ocurrido, se dejó constancia del incidente en el 

Libro de Reclamaciones del proveedor denunciado, comunicación que 

inclusive hasta la fecha de la denuncia no fue atendida por dicho 

proveedor; por lo que, dicha conducta deja entrever el incumplimiento de 

dos obligaciones, el primero referente al dar respuesta al reclamo 

presentado, de manera física y en su domicilio; y el segundo, el no haber 

respondido el reclamo en cuestión dentro del plazo legal de treinta días. 
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• En virtud de lo anterior, el señor Carhuatocto solicitó que se brinde una 

atención a su reclamo presentado, el pago de las costas y costos del 

procedimiento y alguna otra medida que considere pertinente la 

Administración. 

 

MEDIOS PROBATORIOS 

 

• Hoja de Reclamación Nº000024 

• Boleta de venta electrónica BR06-23227 

 

SÍNTESIS DE LOS DESCARGOS 

Mediante escrito de fecha 02 de mayo de 2018, el proveedor denunciado Coesti 

S.A., debidamente representado, se apersonó y efectuó sus descargos, 

denegando haber cometido infracción alguna al Código de Protección al 

Consumidor; asimismo, sostuvo su posición bajo los siguientes argumentos: 

 

HECHOS  

 

• Que, es necesario tomar en cuenta que la potestad sancionadora de 

la Administración Pública se rige por el Principio de Presunción de 

Licitud; por lo que, le correspondía al denunciante el aportar medios 

probatorios suficientes que sustentaran sus alegaciones, tales como 

documentos, informes, entre otros. Sin embargo, en el presente caso, 

el señor Carhuatocto no presentó medio probatorio alguno que 

demuestre la indebida manipulación de la manguera del vehículo, ni la 

presunta fuga de gas que habría puesto su vida en peligro. 

• Asimismo, de haberse efectuado una fuga de gas de gran magnitud, 

tal y como el señor Carhuatocto manifiesta, otros clientes o testigos 

hubiesen advertido dicha circunstancia y llamado a las autoridades; 

sin embargo, nada de ello ocurrió. 
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• Que, contaban con un Plan de Contingencia para la Estación de 

Servicios, que establecía los métodos de protección y acciones de 

respuesta con los que contaba el establecimiento en caso de cualquier 

eventualidad; y que, de igual modo, se había cumplido con capacitar 

a los trabajadores que laboraban en dicho establecimiento para el 

desempeño idóneo al brindar el servicio de suministro de combustible, 

tal y como se acreditó a través de las constancias de capacitación de 

fecha 11 de noviembre de 2017. 

• Por otro lado, es importante resaltar que, tal y como constaba en la 

hoja de reclamación, el señor Carhuatocto solicitó el pago de una 

compensación económica, lo cual configuraría como abuso de 

derecho, al poder advertir que esa es su real motivación para iniciar la 

denuncia; asimismo, respecto a la atención del reclamo, su 

representada advirtió que el mismo no había sido atendido de forma 

oportuna, razón por la que se allanaba a dicha imputación, solicitando 

la aplicación de lo dispuesto en el artículo 112° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor. 

 

MEDIOS PROBATORIOS 

 

• Plan de Contingencias para la Estación de Servicios Castaño. 

• Constancias de Capacitación del personal. 

• Información sobre las ventas de los últimos 2 años de la Estación de 

Servicios Castaños. 

 

RESOLUCIÓN FINAL N°1869-2018/CC2 

Habiendo ambas partes expuesto sus argumentos, la Comisión de Protección al 

Consumidor – Sede Lima Sur N° 2 (en adelante, la Comisión), con fecha 14 de 

agosto de 2018, resolvió lo siguiente: a) Declarar INFUNDADA la denuncia 
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interpuesta contra Coesti por presunta infracción de los artículos 18º, 19º y 25º 

del Código, en tanto consideró que no se ha acreditado que se haya realizado 

una inadecuada manipulación de la manguera en el vehículo al momento de 

realizar servicio de suministro de combustible; b) Declarar FUNDADA la 

denuncia interpuesta contra Coesti por infracción del artículo 24º del Código, en 

tanto consideró acreditado que el proveedor no cumplió con atender el reclamo 

que interpuso el denunciante el 07 de noviembre de 2017, sancionándolo con 

una amonestación; c) ORDENAR a Coesti, en calidad de medida correctiva que, 

en un plazo de 15 días hábiles, cumpla con atender el reclamo formulado por el 

denunciante el 07 de noviembre de 2017; d) CONDENAR a Coesti al pago de 

las costas del procedimiento; e) DISPONER la inscripción de Coesti en el 

Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi. 

 

SÍNTESIS DEL RECURSO DE APELACIÓN 

Mediante escrito de fecha 14 de septiembre de 2018, el señor Carhuatocto apeló 

la Resolución N° 1869-2018/CC2 emitida por la Comisión, ante la Sala 

Especializada en Protección del Consumidor, señalando lo siguiente: 

 

• Que, la Comisión vulneró el Principio de Verdad Material al no haber 

actuado las acciones necesarias para verificar los hechos manifestados 

en su denuncia, tal como el solicitar la declaración testimonial de la 

trabajadora relacionada al hecho denunciado, ante ello, considera que se 

afectó la validez del pronunciamiento efectuado por la Comisión. 

• Asimismo, sostiene que la Comisión no aplicó la teoría de la prueba 

dinámica respecto de la grabación que contaba el proveedor denunciado 

de lo ocurrido el 07 de noviembre de 2017; y que, si bien el proveedor 

alegó que sus grabaciones eran eliminadas en veinte días, en el caso 

particular, ello no debió haber ocurrido, ya que tenían conocimiento de lo 

sucedido en dicha fecha.  

• En ese sentido, indican que el proveedor contó con mejores posibilidades 

de poder demostrar la licitud de su conducta; y, aun así, no aportó medio 
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probatorio alguno que permitan comprobar ello. 

• Por otro lado, manifiestan que Coesti no había negado las siguientes 

conductas, por lo que deben ser consideradas como ciertas: a) Que, con 

fecha 07 de noviembre de 2017, la hora de llegada a la estación de la 

empresa proveedora, fue a las 20:55 horas aproximadamente; b) Que, a 

las 21:15 horas, Coesti emitió el recibo de pago por el servicio de 

suministro de combustible; c) Que, al momento de presentarse el servicio, 

estuvo acompañado de dos personas más en el vehículo; y, d) Que, la 

trabajadora que los atendió respondía al nombre de Brigitte. 

• Que, se aportó en calidad de medio probatorio la declaración testimonial 

del señor Eduardo Carhuatocto Challipiquen, quien estuvo presente 

durante los hechos ocurridos de fecha 07 de noviembre de 2017; 

asimismo, indicó que se presentaría una declaración similar del señor 

Víctor Orellana, quien fue el tercer acompañante en el hecho materia de 

denuncia. 

• Que, la Comisión efectuó una imputación de cargos incorrecta al haber 

considerado como una sola infracción el haber omitido atender el reclamo 

interpuesto con fecha 07 de noviembre de 2017, de manera física, en su 

domicilio, ya que, también, se habría incurrido en la infracción consistente 

en no haber respondido dicho reclamo dentro del plazo legal establecido. 

• Que, el allanamiento del proveedor denunciado no fue voluntario e 

inmediato, pues, tuvieron la oportunidad de responder dicho reclamo 

desde el 07 de noviembre de 2017, e incluso pudo efectuar dicha 

conducta al momento de realizarse la Audiencia de Conciliación en el 

presente procedimiento. 

• Que, la interpretación efectuada por la Comisión no fue correcta, respecto 

de la exoneración del pago de los costos, puesto que, de esta manera, se 

afectaba el derecho de los consumidores de obtener una devolución de 

este concepto, quienes habían recurrido a la tutela administrativa con la 

finalidad de obtener un pronunciamiento justo. 

Asimismo, mediante escrito de fecha 08 de noviembre de 2018, la empresa 
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Coesti presentó un escrito reiterando los argumentos expuestos en el 

procedimiento, señalando lo siguiente: 

 

 

• Que, en aplicación del artículo 229° del Código Procesal Civil, no debe 

ser valorado por esta Sala el medio probatorio referente a la declaración 

testimonial del padre del denunciante, ni la potencial declaración 

testimonial del señor Orellana, quien tiene interés indirecto en el presente 

procedimiento, al ser una persona con afinidad con el padre del 

denunciante. 

• Que, no existe medio probatorio alguno que acredite que el señor 

Carhuatocto haya llegado al establecimiento del proveedor a las 20:55 

horas el 07 de noviembre de 2017. 

• Que, la Comisión aplicó correctamente lo establecido en el artículo 112° 

del Código, respecto de los efectos del allanamiento; por lo que, no cabía 

acoger los argumentos expuestos por el señor Carhuatocto en su recurso 

de apelación. Por lo que, carece de toda lógica aquel cuestionamiento del 

denunciante respecto de la imputación referida a la omisión de atender el 

reclamo de fecha 07 de noviembre de 2017, en tanto, era evidente que el 

no haber atendido dicho reclamo del plazo legal establecido, implicaba 

necesariamente haber incurrido en la infracción imputada en el 

procedimiento. 

RESOLUCIÓN DE SALA Nº0853-2019/SPC-INDECOPI 

Respecto a lo desarrollado por ambas partes y al recurso de apelación 

interpuesta, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de 

Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual, mediante la Resolución 

Nº0853-2019/SPC-INDECOPI de fecha 28 de marzo de 2019, resolvió lo 

siguiente: a) REVOCAR la Resolución N° 1869-2018/CC2 de fecha 14 de agosto 

de 2018, emitida por la Comisión, en el extremo que declaró infundada la 

denuncia, por presunta infracción de los artículos 18°, 19° y 25° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor; y, en consecuencia, se declara 
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FUNDADA la misma, por infracción del artículo 25° del Código, al haber quedado 

acreditado que, con fecha 07 de noviembre de 2017, el proveedor puso en riesgo 

injustificado la integridad del denunciante al efectuar una inadecuado servicio de 

suministro de combustible; b) SANCIONAR a Coesti S.A. con una multa de 3 

UIT, por infracción al artículo 25° del Código; c) Requerir a Coesti S.A., el 

cumplimiento espontáneo de pago de la multa interpuesta en la presente 

resolución, bajo apercibimiento de iniciar el medio coercitivo específicamente 

aplicable, de acuerdo a lo establecido en el numeral 4) del artículo 205° del T.U.O 

de la Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobada 

por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS; d) ORDENAR a Coesti S.A., en 

calidad de medida correctiva, que en un plazo de 30 días hábiles, cumpla con 

implementar un programa de capacitación calificada a sus trabajadores que 

atienden en las estaciones de servicio con la finalidad de poder trasladar 

conocimientos suficientes que permitan ejecutar el servicio de suministro de 

combustibles de manera óptima; e) INFORMAR a Coesti S.A. que, deberá 

presentar a la Comisión, los medios probatorios que acrediten el cumplimiento 

de la medida correctiva ordenada, en el plazo máximo de cinco días hábiles, bajo 

apercibimiento de imponer multa coercitiva; asimismo, informan al denunciante 

que deberá comunicar a la Comisión, quien evaluará la imposición de la multa 

coercitiva por incumplimiento de la medida correctiva; f) CONDENAR a Coesti 

S.A. al pago de los costos del procedimiento y ordenar la inscripción del 

proveedor denunciado en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi. 

 

II. IDENTIFICACION Y ANALISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURIDICOS DEL EXPEDIENTE 

Considero pertinente, para el análisis de los problemas jurídicos señalar 

conceptos en relación al presente procedimiento. 

Dado que, el señor Carhuatocto denuncia la presunta existencia de conductas 

infractoras al Código de Protección al Consumidor; en primer lugar, se deberá 

establecer qué es lo que se entiende por Derecho del Consumidor rama del 

Derecho que establece la normativa base en la que el Derecho de Protección al 

Consumidor se desenvuelve; al respecto el autor Durand menciona lo siguiente: 
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El Derecho del Consumidor engloba en primer lugar las normas 

(leyes y reglamentos) que, al crear derechos específicos, 

protegen directamente al consumidor. Asimismo, abarca normas 

que tratan de asegurar la aplicación eficiente de estos mismos 

derechos, así como aquellos que aseguran su representación 

ante los órganos estatales con poder de decisión sobre el 

mercado. También son parte de este Derecho los mecanismos 

jurídicos que tratan de racionalizar y dirigir el comportamiento de 

los consumidores, el Derecho del Consumidor no es en esencia 

solamente un cuerpo normativo de protección directa al 

consumidor, sino también aquellas reglas de racionalización del 

consumo como por ejemplo las normas de control de la 

producción y comercialización del alcohol y del tabaco, uso de 

cinturones de seguridad, seguridad eléctrica, etc., porque en 

ellas el estado interviene para beneficio e interés de la 

comunidad, aunque para algunos consumidores individuales 

estas normas les quiten soberanía en sus decisiones de 

consumo. (2006, p. 32) 

 
Como puede inferirse anteriormente, sobre la base del derecho del consumidor 

es considerado la disciplina jurídica que regula los derechos de los consumidores 

y los deberes de los proveedores en una relación de consumo, incluyendo la 

etapa preliminar a esta última, con el objeto de que el consumidor no sea 

afectado por la asimetría informativa con que normalmente se encuentra en las 

relaciones de consumo.  De esta forma, el Estado tendrá la tarea de establecer 

los órganos, mecanismos y normas pertinentes que desarrollen este mandato 

constitucional de protección al consumidor.  

 
Sin embargo, y de forma complementaria, debemos precisar qué es lo que se 

entiende por consumidor en el Derecho del Consumidor; al respecto, el autor 

Espinoza Espinoza hace mención a lo siguiente: 
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 En efecto en esta decisión que se declara precedente de 

observancia obligatoria (Resolución N°0422-2003/TDC-

INDECOPI, del 03.10.03) ahora también se entiende como 

consumidores, como ya se había adelantado, a “las personas 

naturales y jurídicas pertenecientes a la categoría profesional 

de los pequeños empresarios” que “son sujetos a afectados 

por la desigualdad informativa en la relación de consumo”. 

(2006, p. 21) 

 

Por lo tanto, podemos establecer que los consumidores son aquellas personas 

naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan determinados productos 

que previamente han sido ofrecidos al mercado; y que, es aquel quien cierra el 

círculo económico satisfaciendo sus necesidades a través de la utilización de 

diversos productos y servicios, ya que su único objetivo es beneficiarse de los 

mismos, dándole el uso final.  

Previo a analizar las resoluciones tanto de la Comisión y la Sala, considero 

importante el definir el término jurídico de “denuncia administrativa”, en relación 

a lo previsto en la Ley N° 27444 – Ley de Procedimiento Administrativo General, 

para lo cual, el autor Ossa hace mención de lo siguiente: 

 

[…] la denuncia en sí no debe generar ningún efecto vinculante 

para iniciar la investigación, la cual está sometida a factores que 

solo es dable evaluar al funcionario competente de acuerdo a la 

gravedad del hecho, tipificación del mismo, verosimilitud de la 

denuncia, etc. Si la denuncia es procedible (sic), el acto de 

iniciación es de simple trámite, o sea que únicamente pone en 

movimiento la administración investigativa, pero este simple 

hecho no decide nada en contra del presunto implicado y por 

consiguiente no se conculca el postulado de la presunción de 

inocencia. (Ossa, 2000, p.628) 
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En ese sentido, y al haber establecido algunos conceptos jurídicos necesarios 

para el desarrollo del presente análisis, en mi opinión, el problema jurídico 

principal del presente expediente administrativo, radica en lo siguiente: 

• En determinar si existió una infracción al deber de idoneidad, previsto en 

los artículos 18° y 19° del Código, o si existió una infracción al deber 

general de seguridad, previsto en el artículo 25° del Código, por parte de 

la empresa Coesti S.A., o si esta no tiene responsabilidad administrativa 

sobre lo ocurrido.  

• Asimismo, deberá analizarse si a la empresa proveedora le 

correspondería alguna medida correctiva y/o sanción; es decir, el 

principal problema jurídico del expediente radica en determinar qué 

normativa se infringió mediante las conductas de la empresa denunciada. 

 

En ese orden de ideas, respecto al deber de idoneidad previsto en los artículos 

18° y 19° del Código, es relevante considerar el desarrollo efectuado por Indecopi 

en diversos pronunciamientos. 

 

“El concepto que subyace a la protección de la idoneidad de los servicios 

consiste en garantizar la correspondencia entre la satisfacción de las 

expectativas del consumidor y la realidad del bien o servicio adquirido.  

Se intenta así proteger a los consumidores de las posibles 

defraudaciones, generadas por la desigualdad informativa entre 

proveedores y consumidores, desigualdad que es el fundamento último 

de las legislaciones de Protección al Consumidor”. 

 

Sala de Defensa de la Competencia Nº2. Resolución 1578-2012/SC2-

INDECOPI. Expediente 3612-2009/CPC. Lima, 28 de mayo de 2012. 

 

“El artículo 18° del Código, dispone que la idoneidad debe ser entendida 

como la correspondencia entre lo que el consumidor espera y lo que 

efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la 

publicidad e información transmitida, entre otros factores, atendiendo a 
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las circunstancias del caso. A su vez, el artículo 19° del citado Código 

indica que el proveedor responde por la idoneidad y calidad de los 

productos y servicios ofrecidos”. 

 

Sala Especializada en Protección al Consumidor. Resolución 3245-

2015/SPC-INDECOPI. Expediente 112-2014/CC1. Lima, 19 de octubre de 

2015. 

 

“Así, se presume que un producto o servicio es idóneo para los fines y 

usos previsibles para los cuales normalmente éstos se adquieren en el 

mercado, considerando las condiciones en las cuales fueron ofrecidos, a 

menos que en las condiciones y términos expresados en el contrato se 

señale algo distinto”. 

 

Sala de Defensa de la Competencia Nº2. Resolución 0729-2012/SC2-

INDECOPI. Expediente 1387-2010/CPC-INDECOPI. Lima, 13 de marzo de 

2012. 

 

Asimismo, el autor Carbonell O’Brien, respecto de esta figura jurídica, hace 

mención de lo siguiente:  

 

(…) se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que 

un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función 

a lo que se le hubiere ofrecido, la publicidad e información 

transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, 

las características y naturaleza del producto o servicio, el precio, 

entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. 

(2015, p.143) 

 

En el presente caso, el problema jurídico principal es el determinar si existió 

vulneración alguna al deber de idoneidad, previsto en los artículos 18° y 19° del 

Código, producto de las actuaciones de la empresa proveedora, al 

presuntamente manipular erróneamente la manguera del vehículo del 
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denunciante al momento de realizar el suministro de combustible; o, si se ha 

vulnerado el artículo 25° del mismo cuerpo normativo, referente al deber general 

de seguridad existente, ya que, acorde a dicha disposición normativa, los 

productos o servicios ofertados en el mercado no deben conllevar a un riesgo 

injustificado o no advertido para la salud o seguridad de los consumidores o sus 

bienes. Por lo que, se procederá a analizar como la entidad pertinente resolvió 

en ambas instancias, respecto de estos problemas jurídicos. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

SOBRE LA RESOLUCIÓN FINAL N° 1869-2018/CC2 

 

Emitida por la Comisión de Protección al Consumidor – Sede Lima Sur N° 2, con 

fecha 14 de agosto de 2018, resolvió lo siguiente: a) Declarar infundada la 

denuncia interpuesta contra la empresa Coesti, en el extremo referente a la 

presunta infracción de los artículos 18°, 19° y 25° del Código de Protección al 

Consumidor; b) Declarar fundada la denuncia por infracción del artículo 24° del 

Código, al considerarse acreditado que el proveedor no cumplió con atender el 

reclamo que interpuso el denunciante el 07 de noviembre de 2017, 

sancionándolo con una amonestación; c) Ordenar al proveedor denunciado, en 

calidad de medida correctiva que, en un plazo de quince días hábiles, contados 

a partir del día hábil siguiente de notificada la resolución, cumpla con atender el 

reclamo formulado por el denunciante el 07 de noviembre de 2017; d) Condenar 

al proveedor al pago de las costas del procedimiento y disponer la inscripción del 

mismo en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi. 

Al respecto, tal y como se expuso previamente, la Comisión resolvió que no 

existen medios probatorios suficientes para acreditar que los hechos 

denunciados infringieron los artículos 18°y 19°, relacionados al deber de 

idoneidad, y el artículo 25° del Código de Protección al Consumidor; asimismo, 

sanciona a la empresa denunciada por la infracción del artículo 24°, al considerar 

que la denunciada con cumplió con atender el reclamo de fecha 07 de noviembre 

de 2017 efectuada por el denunciante; ante ello, considero que la Comisión no 
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ha resuelto conforme a Derecho, ni mucho menos ha establecido un análisis 

completo de los hechos denunciados; ya que, se ha comprobado de forma 

fehaciente la existencia de una vulneración al deber general de seguridad, 

previsto en el artículo 25° del Código, infracción que debió haber sido materia de 

sanción. Sin embargo, dichas imprecisiones fueron recogidas, analizadas y 

resueltas de forma idónea por parte de la Sala de Protección al Consumidor, 

razón por la cual me encuentro conforme con dicha resolución. 

SOBRE LA RESOLUCIÓN DE SALA Nº0853-2019/SPC-INDECOPI 

 

En primer lugar, la Sala se pronunció respecto al cuestionamiento efectuado a la 

imputación de cargos por parte del señor Carhuatocto, indicando que, bajo la 

interpretación del artículo 24° del Código de Protección al Consumidor, dicha 

disposición normativa busca velar por el cumplimiento de los proveedores de 

brindar a los consumidores una adecuada y oportuna atención de los reclamos 

interpuestos en el marco de la prestación de sus servicios; por lo que, ante la 

inexistencia de respuesta ante un reclamo, se configura una contravención 

general de lo dispuesto en dicha disposición normativa. En ese sentido, si bien 

el señor Carhuatocto indicó que la falta de actuación de la denunciada habría 

infringido dos distintos hechos, lo cierto es que ante la sola omisión de respuesta 

por su parte, se configuró una infracción en contra del artículo 24°; por lo que, se 

obtiene que la imputación elaborada por la Secretaría Técnica de la Comisión 

resulta correcta, al encausar válidamente lo señalado por el denunciante en su 

escrito de denuncia respecto de que el proveedor no atendió el reclamo 

interpuesto. 

Por lo tanto, al haberse desestimado dicho cuestionamiento planteado respecto 

de la imputación del artículo 24° del Código; y, habiendo la Comisión ya 

efectuado un pronunciamiento de fondo sobre el mismo, pronunciamiento que 

no fue apelado por aquella parte a la que le resultó desfavorable, la Sala declaró 

consentido dicho extremo. 

En otro extremo, sobre la exoneración del pago de costos del procedimiento, 

acorde al artículo 112° del Código, el cual fue modificado mediante Decreto 

Legislativo N° 1308, sostiene que la figura de allanamiento, en virtud a la 
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oportunidad en su formulación, mantiene sus efectos en la graduación de la 

sanción a imponer al administrado; por lo que, en caso el allanamiento fuese 

invocado junto a los descargos del proveedor, la autoridad administrativa puede 

imponer una amonestación, así como también deberá exonerar al denunciado 

del pago de los costos del procedimiento. Sobre ello, la Sala considera que debe 

considerarse la Directiva N° 006-2017-DIR-COD-INDECOPI en los casos en los 

cuales los proveedores denunciados efectúen su allanamiento antes de que 

venza el plazo para presentar sus descargos, situación que será considerada 

como circunstancia atenuante de la sanción. 

En el procedimiento materia de análisis, mediante Resolución N° 1869-2018, la 

Comisión resolvió exonerar del pago de costos del procedimiento a la empresa 

Coesti al haber formulado oportunamente su allanamiento respecto de dicho 

extremo; ante lo cual, el señor Carhuatocto presentó su recurso de apelación; al 

respecto, la Sala consideró que, la Comisión aplicó correctamente lo establecido 

en el artículo 112° del Código, respecto de los efectos del allanamiento, al 

haberse configurado los requisitos exigidos para que el órgano funcional a cargo 

proceda con su ejecución, los cuales son la existencia de una denuncia de parte 

y la formulación del allanamiento al momento de presentar los descargos, 

indicando que la aplicación de dicha disposición normativa está fundamentada 

en el Principio de Legalidad, razón por la cual, la Sala consideró que debe 

desestimarse el argumento planteado por el señor Carhuatocto en su recurso de 

apelación.  

Por otro lado, en el presente caso, la Comisión declaró infundada la denuncia 

interpuesta contra Coesti, por presunta infracción de los artículos 18°, 19° y 25° 

del Código, en tanto no consideró acreditado que se haya realizado una 

inadecuada manipulación de la manguera en el vehículo al momento de realizar 

el servicio de suministro de combustible; sin embargo, en el recurso de 

apelación, se cuestionó dicha decisión afirmando que se vulneró el Principio de 

Verdad Material, el cual puede entenderse como la facultad de la Administración 

Pública de poder realizar aquellas actuaciones adicionales que considere 

convenientes para poder obtener mayores elementos de evaluación en un 

procedimiento; sin embargo, conforme a la Sala, no existió evidencia de una 

omisión o falta de diligencia por parte de la Comisión. 
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En ese sentido, debido a la particularidad de los hechos, debe tomarse en cuenta 

que la capacidad probatoria del denunciante se ve mermada por la inmediatez y 

gravedad de la ocurrencia; siendo por ello razonable afirmar que el proveedor 

está en mejor posibilidad de poder acreditar y desestimar lo afirmado en base a 

un sustento probatorio de carácter objetivo; por lo que, resulta complejo para el 

consumidor el demostrar el instante en el cual existió la presunta manipulación 

incorrecta del suministro de gas. 

Por lo cual, la Sala recalcó que, en procedimientos por infracción a las normas 

de protección al consumidor, es posible admitir indicios y otros sucedáneos de 

los medios probatorios para acreditar las conductas denunciadas; y que, los 

indicios son una herramienta particularmente importante, puesto que, en 

determinadas circunstancias, los proveedores pueden tener una mejor 

posibilidad de aportar mayores medios probatorios que el consumidor, 

originándose así una dificultad en la atribución de responsabilidades por los 

hechos denunciados, debido a la falta de pruebas directas para acreditar las 

alegaciones efectuadas por las partes. 

En el presente caso, acorde a la Sala, la empresa denunciada se encontraba en 

mejor posición de acreditar la forma en la que se brindó el servicio de suministro 

de combustible de fecha 07 de noviembre de 2017, pudiendo optar por negar 

oportunamente la versión expuesta por el denunciante, en el libro de 

reclamaciones, o, de ser el caso, registrar y guardar aquellas imágenes que 

hubieran permitido dilucidar la verosimilitud de sus argumentos de defensa; y 

que, el Principio de Presunción de Licitud se ve limitado en casos como el 

analizado, valorándose aquellas circunstancias particulares en las cuales el 

consumidor puede verse imposibilitado de poder acreditar fehacientemente el 

hecho denunciado.  

En relación al problema jurídico presente y a la responsabilidad del proveedor 

denunciado, si bien la Comisión se pronunció sobre la conducta analizada, 

vertiendo el análisis en una presunta infracción de los artículos 18° y 19° del 

Código, la Sala consideró que la conducta analizada se encuentra referida al tipo 

infractor particular contenido en el artículo 25° del Código, el cual, de un modo 
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especial, guarda como finalidad que los productos y/o servicios no generen 

riesgo injustificado a los consumidores. 

Y que, si bien pueden considerarse distintos tipos infractores, al momento de 

hallar la responsabilidad y sancionar al proveedor, debe de aplicarse el Principio 

de Especialidad, por el cual la autoridad administrativa debe escoger el tipo 

jurídico específico que corresponda al caso concreto; en ese sentido, se obtiene 

que el artículo 25° resulta ser excluyente por la especialidad de su aplicación; al 

respecto, la Sala considera que la Comisión al momento de resolver debió optar 

por analizar la responsabilidad del administrativo en base a dicho tipo jurídico, y 

que, el análisis de la Comisión en relación a si existió una presunta infracción del 

deber de idoneidad es irrelevante. Es decir, en aplicación del Principio de 

Especialidad, la Sala habiendo analizado los hechos, consideró que el tipo 

infractor específico del presente caso era el previsto en el artículo 25° del Código, 

razón por la cual no tenía cabida alguna el efectuar un análisis en relación al 

deber de idoneidad. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, la Sala revocó la Resolución de la 

Comisión en el extremo que declaró infundada la denuncia interpuesta contra la 

empresa Coesti, por presunta infracción de los artículos 18°, 19° y 25° del 

Código; y declaró fundada la misma por infracción del artículo 25°, habiendo 

quedado acreditado que con fecha 07 de noviembre de 2017, se puso en riesgo 

injustificado la integridad del denunciante al efectuar un inadecuado servicio de 

suministro de combustible; finalmente, considero que ante lo expuesto, debo 

manifestar que me encuentro conforme con lo resuelto por la Sala y la solución 

que se dio a los problemas jurídicos presentes en el procedimiento administrativo 

de análisis.  

 

IV. CONCLUSIONES 

 

• Acorde a la Hoja de Reclamación N° 0024 de fecha 07 de noviembre de 

2017, se determinó que el señor Carhuatocto dejó constancia que, al 

momento de acercarse con su vehículo al establecimiento de la 
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denunciada para el suministro de combustible, la colaboradora encargada 

colocó indebidamente la manguera provocando una fuga de gas, 

exponiendo al denunciante y a sus acompañantes y pudiendo ponerlos a 

un grave riesgo; pese a lo establecido por la Comisión al determinar que 

dicho hecho no se encontraba debidamente demostrado, debe tomarse 

en cuenta que, lo particular de los hechos, hacen que la capacidad 

probatoria del denunciante se vea mermada por la inmediatez y gravedad 

de lo ocurrido, siendo por ello razonable que, ante situaciones como las 

descritas,  pueda estar el proveedor en una mejor posición de acreditar y 

desestimar lo afirmado, en base a un sustento probatorio de carácter 

objetivo. 

• En el presente caso, el señor Carhuatocto indicó que la falta de actuación 

del proveedor denunciado habría infringido dos distintos hechos; sin 

embargo, la sola omisión de una respuesta por parte del proveedor 

subsume los supuestos indicados por el denunciante, al haberse 

configurado aquel supuesto que contraviene el artículo 24°; por lo que, la 

imputación elaborada por la Secretaría Técnica de la Comisión resultó 

correcta, al encausar válidamente lo señalado por el señor Carhuatocto 

en su denuncia, en ese sentido, habiéndose desestimado el 

cuestionamiento planteado respecto de dicha disposición normativa, se 

declaró consentido dicho extremo de la denuncia. 

• Acorde a la Directiva N° 006-2017-DIR-COD-INDECOPI en los casos en 

los cuales los proveedores denunciados efectúen su allanamiento antes 

de que venza el plazo para presentar sus descargos, se considerará dicha 

circunstancia como atenuante de la sanción. 

• En virtud del artículo 112° del Código de Protección al Consumidor, 

modificado por el Decreto Legislativo N° 1308, se sostiene que la figura 

de allanamiento, en virtud a la oportunidad en su formulación, mantiene 

sus efectos en la graduación de la sanción a imponer al administrado; por 

lo que, de efectuarse el allanamiento junto a los descargos del proveedor, 

la autoridad puede imponer una amonestación, así como también deberá 

exonerarse al denunciado del pago de los costos del procedimiento. 

Mediante la Resolución de la Comisión se resolvió exonerar el pago de 



 
 
 

 Página 20 
 

costos del procedimiento a la empresa denunciada, al haber formulado 

oportunamente su allanamiento; ante lo cual, la Sala consideró que la 

Comisión efectuó una aplicación correcta del artículo 112° del Código, 

respecto de los efectos del allanamiento, disposición normativa que se 

encuentra fundamentada en el Principio de Legalidad. 

• Respecto a los presuntos hechos infractores denunciados por el señor 

Carhuatocto, la Sala consideró que la manipulación errónea por parte del 

personal trabajador de la empresa denunciada, recaen en el tipo infractor 

particular previsto en el artículo 25° del Código, y no en los artículos 18° 

y 19° del mismo cuerpo normativa; ya que, dicho artículo guarda como 

finalidad el que los productos y/o servicios no generen riesgo injustificado 

en los consumidores, aplicando así el Principio de Especialidad, mediante 

el cual la autoridad administrativa, al analizar la conducta determinó que 

el tipo infractor específico vulnerado era el correspondiente al artículo 25°, 

de forma excluyente. 

• Finalmente, y acorde a lo expuesto anteriormente, se obtuvo que la Sala 

revocó la Resolución de la Comisión en el extremo que declara infundada 

la denuncia interpuesta contra la empresa Coesti, por presunta infracción 

de los artículos 18° y 19° del Código; declarando fundada la misma por 

infracción al artículo 25°, al haberse acreditado que con fecha 07 de 

noviembre de 2017, el personal trabajador de la empresa denunciada 

puso en riesgo injustificado la integridad del denunciante al efectuar un 

inadecuado servicio de suministro de combustible. 
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Vl.   ANEXOS 

 

 












































































































































	a9dbbd8198903df60de6e6ef89976559295e9a74166bfddbb6a4c904b3de769b.pdf
	a9dbbd8198903df60de6e6ef89976559295e9a74166bfddbb6a4c904b3de769b.pdf
	a9dbbd8198903df60de6e6ef89976559295e9a74166bfddbb6a4c904b3de769b.pdf
	a9dbbd8198903df60de6e6ef89976559295e9a74166bfddbb6a4c904b3de769b.pdf
	a9dbbd8198903df60de6e6ef89976559295e9a74166bfddbb6a4c904b3de769b.pdf
	a9dbbd8198903df60de6e6ef89976559295e9a74166bfddbb6a4c904b3de769b.pdf
	a9dbbd8198903df60de6e6ef89976559295e9a74166bfddbb6a4c904b3de769b.pdf
	0d3aa0900478b8b37a5bf588cd1f1a827b5a150303b82c2a27fd562447bf4dbd.pdf
	0d3aa0900478b8b37a5bf588cd1f1a827b5a150303b82c2a27fd562447bf4dbd.pdf
	8c58c31f03c78c815f7ac0f75c235c093c4a1972a92d6ab8834c5fff36093e44.pdf
	4b5b66485e1e1abaa622ca0140636fea0c4b4923bb286b3c29eb3076aaea1aa7.pdf
	bb7e3c8c6d0e0ca7c5b61ac11a0d744653294b639da49152dfe1462db5896d31.pdf
	3a7739bc8d3b67be453ef0f91f996b152ed3e451c07913caa59811909dbf9883.pdf

